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BOLETINES OFICIALES  

08.04.2020 núm. 98  

Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el que se adoptan determinadas 

medidas urgentes en materia de empleo agrario.  

Acceder a comparativo 

REFERENCIA CONSEJO DE MINISTROS [VER] 

SECTOR AGRARIO: 

El presente real decreto-ley tiene por objeto favorecer la contratación temporal de trabajadores en el sector 

agrario mediante el establecimiento de medidas  extraordinarias de flexibilización del empleo, de carácter 

social y laboral, necesarias para asegurar el mantenimiento de la actividad agraria, durante la vigencia del 

estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 

alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, siendo de aplicación 

temporal hasta el 30 de junio de 2020. 

Los contratos laborales afectados por esta medida serán todos aquellos de carácter temporal para desarrollar 

actividades en régimen de ajenidad y dependencia en explotaciones agrarias propios de la actividad agraria, 

con independencia de la categoría profesional o la ocupación concreta del empleado, cuya firma y finalización 

estén comprendidas en el periodo indicado en el párrafo anterior 

Beneficiarios de las medidas extraordinarias de flexibilización laboral 

El artículo dos de la norma establece que podrán ser beneficiarios de las medidas de flexibilización de carácter 

temporal las personas que a la entrada en vigor del real decreto-ley se encuentren en cualquiera de las siguientes 

situaciones: 

→ Personas en situación de desempleo o cese de actividad. 

→ Trabajadores cuyos contratos se hayan visto temporalmente suspendidos como consecuencia del cierre 

temporal de la actividad conforme a lo señalado en el artículo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto 

de los Trabajadores. 

→ Trabajadores migrantes cuyo permiso de trabajo concluya en el periodo comprendido entre la entrada en 

vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y el 30 de junio de 2020, cuya prórroga se determinará a 

través de instrucciones de la Secretaría de Estado de Migraciones. 

→ Asimismo podrán acogerse los jóvenes nacionales de terceros países, entre los 18 y los 21 años, que se 

encuentren en situación regular 

 

Compatibilidad de prestaciones laborales 

Las retribuciones percibidas por la actividad laboral que se desempeñe al amparo de las medidas extraordinarias 

de flexibilización del empleo establecidas en el presente real decreto-ley serán compatibles: 

https://www.boe.es/boe/dias/2020/04/08/pdfs/BOE-A-2020-4332.pdf
http://www.primeralecturaediciones.com/documentos_diana/LEYES_2020/RD_LEY_13_2020/RD_LEY_13_2020.pdf
https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/referencias/Paginas/2020/refc20200407.aspx#AGRARIO


Boletín MERCANTIL semanal 

 

 

 3 

Semana del 6 de ABRIL de 2020 

→ Con el subsidio por desempleo regulado en el Real Decreto 5/1997, de 10 de enero, por el que se regula el 

subsidio por desempleo en favor de los trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de 

la Seguridad Social, o con la renta agraria regulada en el Real Decreto 426/2003, de 11 de abril, por el que se 

regula la renta agraria para los trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la 

Seguridad Social residentes en las Comunidades Autónomas de Andalucía y Extremadura. 

→ Con las prestaciones por desempleo derivadas de la suspensión por causas económicas, técnicas, 

organizativas o de producción, con arreglo a lo previsto en el artículo 47 del texto refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, con exclusión de aquellas que tengan su origen en las medidas previstas para 

hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, dado que el Sistema Nacional de Empleo ya provee 

de un mecanismo especial para subvenir las necesidades más perentorias y de carácter estrictamente 

temporal de los trabajadores afectados por reducciones en la actividad de sus empleadores, en este caso 

fruto de la epidemia. 

→ Con cualesquiera otras prestaciones por desempleo reguladas en el título III del texto refundido de la Ley 

General de la Seguridad Social. 

→ Con cualquier otra prestación de carácter económico o cualquier otro beneficio o ayuda social, otorgada por 

cualquier Administración que sea incompatible con el trabajo, o que, sin serlo, como consecuencia de la 

percepción de ingresos por la actividad laboral se excederían los límites de renta señalados en la normativa 

correspondiente al tipo de prestación. 

Los ingresos obtenidos por esta actividad laboral no se tendrán en cuenta a efectos de los límites de rentas 

establecidos para las prestaciones contributivas o no contributivas de la Seguridad Social, incluidos los 

complementos por mínimos de las pensiones contributivas. 

 

Tramitación 

EL artículo cinco de la norma establece el procedimiento de tramitación: 

→ Las Administraciones competentes y los agentes sociales promoverán la contratación de las personas que se 

encuentren en las circunstancias descritas en este Real Decreto-ley. 

→ Las empresas y empleadores comunicarán a los servicios públicos de empleo autonómicos competentes las 

contrataciones acogidas al presente real decreto-ley en la forma habitual, cumplimentando el identificador 

específico de la oferta que le hayan asignado. 

El Servicio Público de Empleo Estatal identificará estos contratos y remitirá la información a las autoridades 

correspondientes, a las Administraciones públicas competentes, y en todo caso a la autoridad laboral, a la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social y a la Secretaría de Estado de Migraciones. 

El Servicio Público de Empleo Estatal reanudará de oficio las prestaciones por desempleo que se hubiesen visto 

suspendidas por los procesos automáticos de intercambio de información previstos con las bases de datos de 

afiliación de la Tesorería General de la Seguridad Social y con la base de datos de contratos del Sistema Nacional 

de Empleo, cuando se trate de contratos celebrados de acuerdo con lo previsto en este real decreto-ley. 

En el caso de perceptores de prestaciones por desempleo de trabajadores agrarios a los que sea de aplicación el 

sistema unificado de pago, no se tendrán en cuenta las jornadas reales trabajadas en estas contrataciones, a los 

efectos de determinar la cuantía y los días de derecho consumidos. 
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MEDIDAS EN EL ÁMBITO ECONÓMICO Y PARA LA PROTECCIÓN DE LA SALUD 

Se modifica el Real Decreto-ley de 10 de marzo, en el que se adoptan determinadas medidas urgentes en el ámbito 

económico. Concretamente, se amplían las situaciones protegidas hasta el momento como situación asimilada a accidente 

de trabajo. De esta forma tendrán tal consideración, con carácter excepcional, los periodos de aislamiento, contagio o 

restricción en las salidas del municipio (confinamiento) donde tengan el domicilio las personas trabajadoras como 

consecuencia del virus COVID-19 (disp. final primera RDL 13/2020). 

Se incluyen modificaciones relacionadas con la incorporación al ordenamiento jurídico los efectos de la compatibilidad de 

la pensión de jubilación con el nombramiento como personal estatutario de los profesionales sanitarios, ampliando para 

este colectivo la cobertura de la protección de Seguridad Social a todas las contingencias, tanto por enfermedad común 

como por enfermedad profesional y por accidente sea o no de trabajo, incluido el accidente "in itinere" (disp. final tercera 

RDL 13/2020). 

PRESTACIÓN EXTRAORDINARIA PARA AUTÓNOMOS 

La disposición final segunda procede a dar una nueva redacción al artículo 17 de Real Decreto-ley 8/2020 puntualizando 

el alcance de la protección y la acreditación de los requisitos necesarios la percepción de la prestación extraordinaria para 

autónomos (ingresos inferiores al 75%) para determinadas actividades que perciben sus ingresos de manera desigual a lo 

largo campañas o períodos temporales superiores al semestral, que es el parámetro temporal de comparación que 

constituye la regla general. Así, se extiende la flexibilización aprobada la semana pasada para las actividades agrícolas y 

las culturales o de espectáculos públicos a las incluidas en el Régimen Especial del Mar. Todas ellas se regirán por otros 

periodos de cálculo. 

Tal y como recoge la modificación de la norma, esta prestación extraordinaria por cese de actividad tendrá duración de 

un mes, ampliándose, en su caso, hasta el último día en el que finalice el estado de alarma. 

También se modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo referente a la moratoria de las cuotas para empresas y 

autónomos, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente 

al COVID-19 para incluir algunas puntualizaciones. 

La moratoria, en los casos que sea concedida, únicamente afectará a las aportaciones empresariales en la cotización a la 

Seguridad Social y por conceptos de recaudación conjunta, así como a las cuotas de los trabajadores por cuenta propia o 

autónomos. 
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Actualidad del Registro Mercantil de Barcelona  

FUNCIONAMIENTO EXCEPCIONAL DEL REGISTRO MERCANTIL DEBIDO AL COVID-19 

De acuerdo con el Real Decreto-Ley 8/2020 de 17 de marzo, modificado por el RD-L 11/2020 

de 31 de marzo, la Resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 15 de marzo y la 

Instrucción de la misma Dirección General de 30 de marzo de 2020 

Resumen: recuerda que el Registro está abierto y operativo para legalizar los libros que se presenten 

en el plazo ordinario. También podrán formularse las cuentas durante el estado de alarma así como 

su verificación contable dentro del plazo legalmente previsto. Y depositarse en este Registro en el 

plazo ordinario 

Fecha: 30/03/2020 

Fuente: web del Registro Mercantil de Barcelona 

Enlace: Acceder 

 

A.- FUNCIONAMIENTO DEL REGISTRO 

Estará abierto de lunes a viernes de 9 a 14 horas con el personal mínimo necesario para 

– asegurar la presentación de documentos por todos los canales legales, telemático, fax y presencial y 

– facilitar la publicidad formal de los documentos inscritos. 

Los plazos de calificación y despacho de documentos han sido suspendidos hasta que finalice la situación de 

alarma. 

B.- DEPÓSITO DE CUENTAS 

La obligación de formular las cuentas anuales queda suspendida hasta que finalice el estado de alarma, 

reanudándose de nuevo por otros tres meses a contar desde esa fecha. 

El plazo para la verificación contable, tanto si la auditoría fuera obligatoria como voluntaria, se entenderá 

prorrogado por dos meses a contar desde que finalice el estado de alarma.  

Una vez formuladas las cuentas deberán aprobarse dentro de los tres meses siguientes y presentarse en el 

Registro dentro del mes siguiente. 

No obstante lo anterior, podrán formularse las cuentas durante el estado de alarma así como su verificación 

contable dentro del plazo legalmente previsto. Y depositarse en este Registro en el plazo ordinario.  

C.- LEGALIZACION DE LIBROS. 

Aún cuando nada se ha recogido sobre la legalización de los Libros en el Real Decreto ni en la Resolución ni 

Instrucción reseñadas, considerando la suspensión del plazo para la formulación de cuentas, relacionado con 

el plazo límite para legalización de libros, podemos interpretar que también éste queda suspendido hasta el 

final del mes siguiente a la formulación de cuentas. 

Ahora bien, el Registro está abierto y operativo para legalizar los libros que se presenten en el plazo ordinario. 

  

https://www.registromercantilbcn.es/?page_id=40705&lang=es
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Actualidad de Registradores de España  

En virtud del Real Decreto-Ley de medidas urgentes para 

hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 

Los Registradores crean un sistema para facilitar a los usuarios la nota de índices 

para pedir el aplazamiento de la renta arrendaticia 

Resumen:  

Fecha: 06/04/2020 

Fuente: web de Registradores  

Enlace: Acceder 

 

• El sistema estará vigente mientras dure el estado de alarma y evitará que las personas tengan que 

desplazarse a las oficinas registrales 

• La nota de índices también es un requisito imprescindible para solicitar al banco el aplazamiento 

del pago del préstamo hipotecario 

• El Colegio de Registradores ha editado un folleto informativo traducido a todas las lenguas del 

Estado con toda la información para el usuario 

• Los Registros permanecen abiertos de 9.00 a 14.00 h. de lunes a viernes 

• Toda la información en www.registradores.org 

06.04’20.- El Colegio de Registradores de España ha puesto en marcha un sistema telemático para facilitar 

a los usuarios la nota de índices, que es un requisito imprescindible para solicitar el aplazamiento de la 

renta arrendaticia. Además, dicha nota de índices es también requisito imprescindible para solicitar al 

banco el aplazamiento del pago del préstamo hipotecario si con él se financió la adquisición de la vivienda 

habitual. Para tener derecho a ello, Real Decreto-Ley de medidas urgentes para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19 exige estar en situación de vulnerabilidad económica. Para acreditar 

esta situación debe aportarse, entre otra documentación, una nota del servicio de índices del Registro de 

la Propiedad de todos los miembros de la unidad familiar. 

Esta nota informa de las propiedades u otros derechos inscritos a nombre de una persona en cualquier 

Registro de España. Los Registradores de la Propiedad quieren facilitar a las familias el cumplimiento de 

este requisito que estará vigente mientras dure el estado de alarma y que evitará que las personas tengan 

que desplazarse a las oficinas de los Registros. 

El Colegio de Registradores ha editado un folleto informativo traducido a todas las lenguas del Estado 

para informar a los usuarios de la solicitud de nota de índices para pedir el aplazamiento de la renta 

arrendaticia o de la moratoria hipotecaria. 

https://www.registradores.org/-/en-virtud-del-real-decreto-ley-de-medidas-urgentes-para-hacer-frente-al-impacto-economico-y-social-del-covid-19?redirect=%2Factualidad%2Fnotas-de-prensa
https://www.registradores.org/documents/33383/229101/Notas_indice_de_Registradores_de_Espana_para_moratoria_hipotecaria+%281%29.pdf/371d46b0-7510-1af0-d01c-ecf085a6c6ac?t=1586161006380
http://www.registradores.org/
https://www.registradores.org/documents/33383/229101/Notas_indice_de_Registradores_de_Espana_para_moratoria_hipotecaria+%281%29.pdf/371d46b0-7510-1af0-d01c-ecf085a6c6ac?t=1586161006380
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Los Registros permanecen abiertos 

Los Registros se han adaptado tecnológicamente para evitar desplazamientos y mantienen la continuidad del 

servicio. 

La atención personal por parte del Registrador o de los empleados del Registro a los usuarios del mismo se 

realizará exclusivamente por correo electrónico o telefónicamente. 

El horario de atención al público será de 9.00 a 14.00 horas de lunes a viernes. Sigue pudiéndose presentar 

documentación mediante correo postal o mensajería o bien físicamente, aunque por el bien de todos se 

recomienda la presentación telemática. 

Durante la vigencia del estado de alarma podrá solicitarse la expedición de notas simples del Registro a través 

de la web www.registradores.org y excepcionalmente por correo electrónico. 

Además, hay que señalar que queda suspendida la caducidad de todos los asientos registrales cuya 

vigencia esté sujeta a un plazo, como por ejemplo, una anotación preventiva y en su caso, las prórrogas 

del mismo. 
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Resolución de la DGRN de interés  

Convenio entre cónyuges sobre ejercicio de los 

derechos de socio. Unipersonalidad de la sociedad 

Resolución de 20 de diciembre de 2019, de la Dirección General 

de los Registros y del Notariado, en el recurso interpuesto contra la negativa del registrador 

mercantil y de bienes muebles de Almería a inscribir la una declaración de unipersonalidad 

sobrevenida de una sociedad. 

Resumen: La atribución del derecho de voto a unas participaciones gananciales hecha por su titular 

al otro cónyuge, no convierte a la sociedad en unipersonal. El otro cónyuge, titular del resto de las 

participaciones, no tiene la condición de socio único. 

Fecha: 20/12/2019 

Fuente: web del BOE 

Enlace: Acceder a Resolución de 20/12/2020 

 
HECHOS: 

Mediante la escritura cuya calificación ha motivado el presente recurso, otorgada por los dos únicos socios de 

una sociedad de responsabilidad limitada, casados entre sí, éstos acuerdan que, respecto de las participaciones 

asumidas con carácter ganancial por la esposa en el momento de la constitución de la sociedad, «el ejercicio 

de los derechos y obligaciones inherentes a la condición de socio sea ostentada desde este momento por el 

otro miembro de la sociedad de gananciales» –el marido–, lo que se hace constar en el libro registro de socios; 

y añaden que «como consecuencia de la atribución de la condición de socio anteriormente reseñada», el citado 

esposo ha quedado a todos los efectos como único socio de la sociedad, la cual ha adquirido carácter 

unipersonal y solicitan del registrador mercantil que haga constar en el Registro esa unipersonalidad 

sobrevenida. 

La DGRN: 

En el supuesto de hecho, resulta del contenido del registro de la sociedad que la condición de socio la ostentan 

dos personas, marido y mujer, cada uno titular de un número determinado de participaciones sociales. En 

consecuencia, para que la condición de socio inherente a dicha titularidad se transmita de un titular a otro se 

aplican las reglas generales de nuestro ordenamiento sobre transmisión de acciones o de participaciones 

sociales (vid. Capítulos III y IV del Título IV de la Ley de Sociedades de Capital).  

Este esquema de cosas no se altera, según ha quedado fundamentado, por el hecho de que uno o los dos 

titulares de las participaciones sociales se encuentren casados en régimen de gananciales ni por el hecho de 

que las participaciones ostenten carácter ganancial de acuerdo a las reglas de atribución de nuestro 

ordenamiento (artículos 1347 y siguientes del Código Civil), como no se modifica por el hecho de que los dos 

https://www.boe.es/boe/dias/2020/03/14/pdfs/BOE-A-2020-3655.pdf
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socios estén casados entre sí en dicho régimen. Para transmitir la condición de socio de uno de los titulares al 

otro se aplican las reglas generales sobre transmisión de participaciones sociales y, en consecuencia, las 

previsiones que al respecto contiene nuestro Código Civil y la Ley de Sociedades de Capital.  

La mera atribución del ejercicio de los derechos de socio de una persona a otra debe enmarcarse en la 

regulación relativa al mandato y a la representación pero no transmite per se la condición de socio.  

Es cierto que en sede de sociedad de gananciales esta Dirección General ha admitido generosamente los 

denominados negocios jurídicos de comunicación o de atribución amparados en el principio de libertad de 

contratación entre los cónyuges (artículo 1323 del Código Civil), pero no lo es menos que como ha señalado 

este Centro Directivo (por todas, Resolución de 11 de mayo de 2016): «(…) el régimen jurídico vendrá 

determinado por las previsiones estipuladas por los contratantes dentro de los límites legales (artículos 609, 

1255 y 1274 del Código Civil) y subsidiariamente por la normativa del Código Civil, siendo preciso que los 

elementos constitutivos del negocio de aportación por el que se produce el desplazamiento entre los 

patrimonios privativos y el consorcial, y especialmente su causa que no puede presumirse a efectos registrales 

(vid. artículos 1261.3.º y 1274 y siguientes del Código Civil), han de quedar debidamente exteriorizados y 

precisados en el título inscribible. Y todo ello sin perjuicio de que dicha exigencia de especificación causal del 

negocio ha de ser interpretada en sus justos términos, siendo suficiente que se mencione la onerosidad o 

gratuidad de la aportación o que la misma resulte o se deduzca de los concretos términos empleados en la 

redacción de la escritura, interpretados en el contexto de la finalidad que inspira la regulación de los referidos 

pactos de atribución de ganancialidad tendentes a ampliar el ámbito objetivo del patrimonio consorcial, para 

la mejor satisfacción de las necesidades de la familia, en el marco de la relación jurídica básica -la de la sociedad 

de gananciales, cuyo sustrato es la propia relación matrimonial- (…)».  

En definitiva, para que se produzca un desplazamiento patrimonial de las participaciones sociales de un cónyuge 

a otro, aun cuando esta circunstancia no afecte al carácter ganancial de aquellas, será preciso que, de acuerdo 

a la doctrina expresada, se apliquen las reglas generales o las especiales de los negocios de comunicación entre 

cónyuges, circunstancia que no se produce en el supuesto de hecho en el que los cónyuges se limitan a afirmar 

que el « ejercicio de los derechos y obligaciones inherentes a la condición de socio sea ostentada desde este 

momento por el otro miembro de la sociedad de gananciales», declaración de voluntad que por sí sola no revela 

la existencia de un desplazamiento patrimonial de un cónyuge a otro y que por sí misma no permite entender 

que la condición de socio ha sido objeto de transmisión. 
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Actualidad del Poder Judicial 

El CGPJ reúne un centenar de medidas en un documento base 

preparatorio del plan de choque para evitar el colapso de la 

justicia tras el fin del estado de alarma 

Resumen: se habilita el mes de agosto para la tramitación y resolución ordinaria de los procesos 

judiciales 

Fecha: 08/04/2020 

Fuente: web del Poder Judicial 

Enlace: Acceder 

El texto será ofrecido de inmediato al Ministerio de Justicia para contribuir al plan de agilización de la actividad 

judicial previsto en el Real Decreto-ley 11/2020 

La Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial tomará  conocimiento mañana de un documento base 

sobre medidas organizativas y procesales para el plan de choque con el que se pretende evitar un colapso de la 

Administración de Justicia tras el fin del estado de alarma declarado con motivo de la pandemia de coronavirus; agilizar al 

máximo la resolución de aquellos asuntos cuya demora incida más negativamente en la recuperación económica y en la 

atención a los colectivos más vulnerables; y proporcionar a los jueces y magistrados un escenario fiable para la vuelta a la 

normalidad, con mecanismos que les permitan afrontar con menor dificultad el incremento de las cargas de trabajo al que 

tendrán que hacer frente.  

El texto reúne un centenar de medidas -algunas de ellas comunes, con incidencia en todos los órdenes jurisdiccionales, y 

otras específicas para cada uno de estos- y será ofrecido de inmediato al Ministerio de Justicia para contribuir al plan de 

agilización de la actividad judicial previsto en la disposición adicional décimo novena del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 

de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 

COVID-19. También se dará traslado del mismo a los presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia, a las asociaciones 

judiciales y a los operadores jurídicos, en todos los casos como documento inicial de trabajo, sometido a debate y a la 

realización de cuantas aportaciones resulten pertinentes.  

El documento pone en común las propuestas de los distintos grupos de trabajo técnico -uno para las medidas de carácter 

general y otro para cada orden jurisdiccional- que se constituyeron el pasado día 2 bajo la supervisión del presidente del 

Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial. Cada grupo de trabajo ha estado dirigido por un vocal del 

órgano de gobierno de los jueces e integrado por letrados de la institución.  

El texto será complementado con otros documentos de trabajo que incluirán propuestas en los siguientes ámbitos: 

solución extrajudicial de conflictos, protección a los colectivos más vulnerables, medidas tecnológicas y formación de la 

Carrera Judicial.  

Medidas comunes de carácter general  

Estas medidas están orientadas a evitar la mayor disfunción que plantea un ingreso masivo y en poco tiempo de un número 

elevado de asuntos, que es su desigual reparto, tramitación y respuesta. Con este objetivo se plantea la aplicación de 

medidas ya previstas en la Ley Orgánica del Poder Judicial y que, por tanto, pueden ser adoptadas por el CGPJ, los órganos 

de gobierno de los tribunales, el Ministerio de Justicia y las Comunidades Autónomas desde el momento inicial, 

anticipándose a las futuras situaciones de colapso. 

Plan de 
choque 

http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/En-Portada/El-CGPJ-reune-un-centenar-de-medidas-en-un-documento-base-preparatorio-del-plan-de-choque-para-evitar-el-colapso-de-la-Justicia-tras-el-fin-del-estado-de-alarma
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Tanto el CGPJ como las distintas Administraciones cuentan, además, con la reciente experiencia de la puesta en marcha 

de los Juzgados especializados en cláusulas abusivas, que ha permitido, gracias a la concentración de la competencia para 

el conocimiento de esta clase de asuntos en una unidad judicial por cada provincia, evitar que toda la jurisdicción civil se 

viera afectada por esa ingente litigiosidad y, además, ha logrado uniformizar la respuesta judicial, reforzando 

enormemente la seguridad jurídica.  

Entre las medidas que se proponen en este apartado figuran la aplicación de mecanismos de refuerzo en los órganos que 

resulten sobrecargados; el establecimiento de normas de reparto y especialización de los Juzgados en el orden civil 

excediendo el ámbito territorial del partido judicial, como ya ocurre en las jurisdicciones contencioso-administrativa y 

social; y la habilitación plena del mes de agosto para la tramitación y resolución ordinaria de los procesos judiciales.  

Medidas en el orden jurisdiccional civil  

Esta jurisdicción, ya muy sobrecargada, será de las más afectadas por las consecuencias económicas derivadas de las 

medidas adoptadas con motivo de la emergencia sanitaria, teniendo que hacer frente a un importante número de 

procesos concursales y otros en los que se diriman cuestiones que afecten a la vida de los contratos tras la situación de 

confinamiento o pretensiones propias del ámbito del derecho de familia, lo que hace necesario adoptar medidas que 

agilicen la tramitación de los procedimientos.  

Así, se plantea la aprobación de medidas legislativas urgentes que permitan mayor flexibilidad en las actuaciones, como 

la posibilidad de otorgar los apoderamientos apud acta hasta el momento previo a la celebración del acto de audiencia 

previa en el juicio ordinario o de la vista en el juicio verbal o la exigencia a las partes de la aportación de un correo 

electrónico o un número de teléfono en sus escritos alegatorios para agilizar las citaciones y notificaciones ante 

eventualidades en defecto de procurador.  

También se propone establecer cauces de unificación de criterios interpretativos que eviten respuestas judiciales 

encontradas y desincentivar las litigaciones sin fundamento mediante la regulación específica de la condena al pago de 

las costas procesales o la posibilidad de imponer una multa como consecuencia del mantenimiento de posiciones 

injustificables.  

Otras medidas se refieren al juicio verbal, cuya normativa podría ser aplicable al ejercicio de acciones individuales sobre 

condiciones generales de la contratación y acciones con base en la Ley de Propiedad Horizontal o en la legislación 

arrendaticia de bienes inmuebles, urbanos o rústicos. Además, se propone elevar a 15.000 euros la cuantía de las 

demandas cuyo cauce procesal se determine por razón de la cuantía. A ello se añade la posibilidad de dictar sentencias 

orales debidamente motivadas y registradas en el correspondiente soporte audiovisual.  

Por último, el documento incorpora dos herramientas que pueden contribuir a la rápida resolución de las acciones 

individuales sobre condiciones generales de la contratación, como ya ocurre en la jurisdicción contenciosa: la extensión 

de efectos y el denominado “pleito testigo”.  

Medidas en el orden jurisdiccional civil: ámbito del derecho de familia  

Las consecuencias de las medidas de paralización de la actividad laboral adoptadas durante la pandemia afectarán a las 

relaciones económicas existentes entre los cónyuges, siendo previsible el ejercicio de peticiones de modificación de 

medidas por parte de los afectados por despidos o ERTEs o las solicitudes de compensación de días de visitas a los hijos 

comunes.  

Para que los órganos especializados en esta materia, ya claramente sobrecargados, puedan reducir su tiempo de respuesta 

se propone el mantenimiento de los refuerzos acordados hasta el momento en los Juzgados de familia, la inmediata puesta 

en marcha de los Juzgados previstos para marzo y junio de 2020 y el establecimiento de un trámite de incidente de 

ejecución rápido para la resolución de las peticiones de compensaciones de regímenes de visitas para los progenitores 

que durante la vigencia del estado de alarma no hayan podido disfrutar del establecido por resolución judicial.  
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También se interesa el establecimiento de la exigencia como requisito de admisibilidad de la demanda en procedimientos 

de separación y divorcio cuando haya hijos menores de un documento sobre la regulación del ejercicio futuro de las 

responsabilidades parentales y -en caso de solicitud de medidas de carácter patrimonial- la emisión de una declaración 

responsable de información económica y patrimonial y de gastos de hijos menores o mayores no emancipados.  

Medidas en el orden jurisdiccional civil: especialidad de Mercantil  

El principal impacto de la pandemia de COVID-19 sobre esta especialidad será la solicitud de procedimientos de 

insolvencia. Su tramitación ágil y sin dilaciones facilitará la continuidad de muchas empresas y de la actividad de los 

profesionales afectados por la crisis, la obtención del máximo rendimiento económico de los activos, la salvación del tejido 

industrial y la conservación de los puestos de trabajo, en la medida de lo posible.  

Para ello son necesarias medidas encaminadas a racionalizar el trabajo de las oficinas judiciales, evitando que las 

reclamaciones en masa que en este momento no son prioritarias colapsen la tramitación de los procedimientos de 

insolvencia; a agilizar la tramitación de los procedimientos concursales, tanto de empresas como de personas físicas; y a 

permitir una nueva negociación de su deuda a quienes están cumpliendo un convenio, un acuerdos extrajudicial de pagos 

o un acuerdo de refinanciación, entre otras.  

Algunas medidas suponen una reforma de la Ley Concursal, con la cautela de que está pendiente la aprobación del Texto 

Refundido de la Ley Concursal y la trasposición de la Directiva sobre marcos de reestructuración preventiva y segunda 

oportunidad. En el marco del convenio recientemente firmado por el CGPJ, se está impulsando además la unificación de 

criterios en la aplicación de los mecanismos de segunda oportunidad, que tan necesarios van a resultar en los próximos 

meses.  

Medidas en el orden jurisdiccional penal  

Aunque las medidas adoptadas para la contención de la pandemia, a diferencia de lo que ocurre con otras jurisdicciones, 

no impliquen un aumento significativo, al menos en una primera fase, en el número de denuncias y/o querellas -tal vez 

con la excepción de los asuntos relativos a la violencia de género-, el CGPJ considera necesario conseguir también en este 

orden una agilización de los procedimientos, teniendo siempre como límite infranqueable el absoluto respeto al derecho 

constitucional a la tutela judicial efectiva y el derecho a un juicio justo con todas las garantías.  

Por ello se proponen medidas que parten, por ejemplo, de la existencia de un excesivo número de recursos frente a 

resoluciones interlocutorias, que pueden ser resueltos en un solo trámite, cuando no suprimidos; o de la incorporación 

de las nuevas tecnologías a esta jurisdicción para practicar determinadas pruebas o documentar actuaciones procesales 

esenciales.  

También se plantea que en determinadas circunstancias las sentencias puedan dictarse oralmente, sin necesidad de su 

documentación posterior al quedar recogida la fundamentación en soporte audiovisual. Esta posibilidad sería opcional y 

circunscrita al enjuiciamiento de los delitos leves y a los casos en los que, por haber habido conformidad de las partes, ya 

no habrá un posterior recurso ante una instancia superior.  

Se proponen también medidas organizativas, porque aunque los efectos de la situación actual vayan a ser menores que 

en otros órdenes han sido muchas las actuaciones que han tenido que suspenderse y las diligencias que han tenido que 

ser aplazadas.  

Medidas en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo  

Las medidas adoptadas para combatir el COVID-19 van a tener repercusión en materia sancionadora (infracciones de las 

medidas de confinamiento), contractual (la mayor parte de los contratos del sector público han quedado suspendidos), 

expropiatoria (se han producido medidas de requisa y adscripción de medios personales de terceros), de responsabilidad 

patrimonial, de personal de las Administraciones Públicas o en materia tributaria y de ayudas del sector público, entre 

otras muchas.  
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El procedimiento contencioso-administrativo que debe resolver estas cuestiones está lastrado por muchas ineficiencias, 

derivadas entre otras causas de la incomprensible pervivencia de algunas reglas que se traducen en tiempos muertos 

perfectamente evitables o de la falta de aprovechamiento de todo el potencial que ofrecen las nuevas tecnologías.  

Por ello se propone un conjunto de medidas con el objetivo de agilizar la tramitación de los procedimientos, como mejorar 

y ampliar el ámbito de aplicación de las técnicas del “pleito testigo” y la “extensión de efectos de la sentencia” para evitar 

la tramitación innecesaria de pleitos con resultado final incontrovertible; o mejorar y flexibilizar el procedimiento 

abreviado y en particular excluir la vista allí donde no sea necesaria, así como permitir el dictado de sentencias de viva 

voz.  

También se consideran medidas en el ámbito de los procedimientos tributarios, en los que se acumulan importes que no 

pueden seguir paralizados ante los tribunales ante la coyuntura económica que se avecina: solo en la Audiencia Nacional, 

los procedimientos en materia tributaria suponen una cuantía superior a los ocho mil millones de euros, de los que más 

de tres mil millones de euros están afectados por medidas cautelares.  

Además, se plantea la aplicación de dos medidas específicas mientras permanezcan los efectos de las adoptadas para 

contener el COVID-19: la “legitimación colectiva” de sindicatos y asociaciones para impugnar determinado tipo de 

resoluciones, lo que permitirá concentrar en un solo procedimiento lo que podrían ser centenares o miles; y la ampliación 

de los recursos en vía administrativa en materia de contratos a los que se hayan visto afectados por las medidas contra el 

coronavirus.  

Medidas en el orden jurisdiccional social  

La pandemia de COVID-19 va a producir un impacto de gran magnitud en el funcionamiento de los órganos jurisdiccionales 

del orden social, con un fuerte incremento de los procesos por despido, extinciones de contrato del artículo 50 del Estatuto 

de los Trabajadores, reclamaciones de salarios en materia de prestaciones por desempleo, determinación de contingencia 

o por cese de actividad de trabajadores autónomos.  

Ante este escenario, se proponen reformas en materia procesal como la ampliación de los plazos de caducidad en la 

mediación y/o conciliación preprocesal, que contribuirá a que esta mantenga un carácter efectivo; o la realización de los 

actos de conciliación y juicio en dos convocatorias diferentes, lo que permitirá agilizar la resolución de los procesos. Y se 

aboga por generalizar la comunicación telemática de los Juzgados con los servicios de mediación, FOGASA u órganos de 

la administración y por potenciar el dictado de sentencias “in voce”.  

También se plantea introducir en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social (LRJS) la contestación escrita en procesos de 

Seguridad Social –incluido desempleo- cuando lo soliciten todas las partes y no se considere necesaria, lo que descargará 

las agendas de señalamiento y permitirá que jueces en comisión de servicio sin relevación de funciones asuman dichos 

asuntos.  

En materia de ERTEs, se proponen modificaciones en la LRJS para facilitar las impugnaciones conforme a la modalidad 

procesal de conflictos colectivos, para contribuir a que la controversia se resuelva en un único pleito.  

Además, se sugiere introducir en la LRJS el carácter urgente de los procesos por despido o, alternativamente, una 

disposición de carácter transitorio que establezca que hasta el 31 de diciembre de 2020 tendrá también carácter de 

urgencia y preferencia en su tramitación cualquier reclamación por despido.  

En materia de recursos se plantea la actualización de la cuantía litigiosa que permite el acceso a la suplicación (elevándola 

a 6.000 euros en general), la modificación del requisito del gravamen para acceder al recurso o que las sentencias 

resolviendo las impugnaciones de los ERTEs no sean susceptibles de recurso de suplicación ni, en su caso, de casación 

ordinaria.  
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Por último, se formula la articulación de un Plan extraordinario de ámbito nacional para apoyar a los juzgados y tribunales 

del orden social, promoviendo la dotación de recursos económicos, humanos y materiales suficientes para que pueda ser 

eficaz. 
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Video abril 2020 

Video de 1 minuto y medio sobre “Medidas 

extraordinarias respecto a la formulación de las 

Cuentas anuales de 2019” 

 

acceder al video 

[duración: 1 minuto y 35 segundos] 

Recuerda que puedes solicitarnos personalizar este video 

 

http://www.primeralecturaediciones.com/documentos_diana/boletines/2020/ABRIL/VIDEO_CUENTAS_ANUALES.mp4
mailto:diana@Video%20abril%202020rimeralectura.es?subject=Video%20personalizado%20Cuentas%20Anuales

